
ARTÍCULO 290. Modifíquese el artículo 657 del Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 657. Sanción de clausura del establecimiento. La Administración Tributaria podrá
imponer la sanción de clausura o cierre del establecimiento de comercio, oficina, consultorio y,
en general, del sitio donde se ejerza la actividad, profesión u oficio, mediante la imposición de
sellos oficiales que contendrán la leyenda "CERRADO POR EVASIÓN" en los siguientes casos:

1. Por un término de tres (3) días, cuando no se expida factura o documento equivalente estando
obligado a ello, o se expida sin los requisitos establecidos en los literales b), c), d), e), f), o g) del
artículo 617 del Estatuto Tributario, o se reincida en la expedición sin el cumplimiento de los
requisitos señalados en los literales a), h), o i) del citado artículo.

2. Por un término de tres (3) días, cuando se establezca que el contribuyente emplea sistemas
electrónicos de los que se evidencie la supresión de ingresos y/o de ventas, lleva doble
contabilidad, doble facturación o que una factura o documento equivalente, expedido por el
contribuyente, no se encuentra registrado en la contabilidad ni en las declaraciones tributarias.

3. Por un término de treinta (30) días, cuando las materias primas, activos o bienes que forman
parte del inventario, o las mercancías recibidas en consignación o en depósito, sean aprehendidas
por violación al régimen aduanero vigente. En este evento, la sanción se aplicará en el mismo
acto administrativo de decomiso y se hará efectiva dentro de los dos (2) días siguientes a la fecha
de firmeza de este. La clausura se acompañará de la imposición de sellos oficiales que contengan
la leyenda "CERRADO POR EVASIÓN Y CONTRABANDO". Esta sanción no será aplicable
al tercero tenedor de buena fe, siempre y cuando ello se pruebe.

4. Por un término de tres (3) días, cuando el agente retenedor o el responsable del régimen
común del impuesto sobre las ventas o del impuesto nacional al consumo, o el responsable del
impuesto nacional a la gasolina y al ACPM, o del impuesto nacional al carbono, se encuentre en
omisión de la presentación de la declaración o en mora de la cancelación del saldo a pagar,
superior a tres (3) meses contados a partir de las fechas de vencimiento para la presentación y
pago establecidas por el Gobierno nacional. No habrá lugar a la clausura del establecimiento para
aquellos contribuyentes cuya mora se deba a la existencia de saldos a favor pendientes de
compensar, siempre que se hubiere presentado la solicitud de compensación en los términos
establecidos por la ley; tampoco será aplicable la sanción de clausura, siempre que el
contribuyente declare y pague. Los eximentes de responsabilidad previstos en el artículo 665 de
este Estatuto se tendrán en cuenta para la aplicación de esta sanción, siempre que se demuestre
tal situación en la respuesta al pliego de cargos.

PARÁGRAFO 1o. Cuando el lugar clausurado fuere adicionalmente casa de habitación, se
permitirá el acceso de las personas que lo habitan, pero en él no podrán efectuarse operaciones
mercantiles ni el desarrollo de la actividad, profesión u oficio por el tiempo que dure la sanción
y, en todo caso, se impondrán los sellos correspondientes.

PARÁGRAFO 2o. La sanción a que se refiere el presente artículo se impondrá mediante
resolución, previo traslado de cargos a la persona o entidad infractora, quien tendrá un término
de diez (10) días para responder. Salvo lo previsto en el numeral 3 de este artículo, la sanción se
hará efectiva dentro de los diez (10) días siguientes al agotamiento en sede administrativa.

PARÁGRAFO 3o. Sin perjuicio de las sanciones de tipo policivo en que incurra el
contribuyente, responsable o agente retenedor cuando rompa los sellos oficiales o por cualquier



medio abra o utilice el sitio o sede clausurado durante el término de la clausura, se incrementará
el término de clausura al doble del inicialmente impuesto.

Esta ampliación de la sanción de clausura se impondrá mediante resolución, previo traslado de
cargos por el término de diez (10) días para responder.

PARÁGRAFO 4o. Para dar aplicación a lo dispuesto en el presente artículo, las autoridades de
policía deberán prestar su colaboración cuando los funcionarios competentes de la
Administración Tributaria así lo requieran.

PARÁGRAFO 5o. Se entiende por doble facturación la expedición de dos facturas por un mismo
hecho económico, aun cuando alguna de estas no cumpla con los requisitos formales del artículo
617, y sin que importe su denominación ni el sistema empleado para su emisión.

Se entiende por sistemas electrónicos de los que se evidencie la supresión de ingresos y/o de
ventas la utilización de técnicas simples de captura automatizadas e integradas en los sistemas
POS valiéndose de programas informáticos, tales como Phantomware – software instalado
directamente en el sistema POS o programas Zapper – programas externos grabados en
dispositivos USB, a partir de los cuales se evita que algunas operaciones tales como reembolsos,
anulaciones y otras transacciones negativas, aparezcan en el informe o en el historial, se evita que
algunas operaciones tales como reembolsos, anulaciones y otras transacciones negativas, se
sumen a los totales finales, se reinicializa en cero o en algunos casos, en una cifra específica, los
totales finales y otros contadores, genera que ciertos artículos no aparezcan en el registro o en el
historial, se borran selectivamente algunas transacciones de venta, o se imprimen informes de
venta omitiendo algunas líneas.

PARÁGRAFO 6o. En todos los casos, si el contribuyente objeto de esta sanción se acoge y paga
la siguiente multa, la Administración Tributaria se abstendrá de decretar la clausura del
establecimiento, así:

Para efectos de lo dispuesto en el numeral 1, una sanción pecuniaria equivalente al diez por
ciento (10%) de los ingresos operacionales obtenidos en el mes anterior a la fecha en que incurrió
en el hecho sancionable.

Para efectos de lo dispuesto en el numeral 2, una sanción pecuniaria equivalente al veinte por
ciento (20%) de los ingresos operacionales obtenidos en el mes anterior a la fecha en que incurrió
en el hecho sancionable.

Para efectos de lo dispuesto en los numerales 3 y 4, una sanción pecuniaria equivalente al treinta
por ciento (30%) de los ingresos operacionales obtenidos en el mes anterior a la fecha en que
incurrió en el hecho sancionable.

PARÁGRAFO 7o. La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales informará en su página
web las sanciones de clausura del establecimiento que sean anuladas en la Jurisdicción de lo
Contencioso Administrativo.

ARTÍCULO 291. Modifíquese el numeral 2 del artículo 658-3 del Estatuto Tributario el cual
quedará así:

2. Sanción por no exhibir en lugar visible al público la certificación de la inscripción en el
Registro Único Tributario (RUT), por parte del responsable del régimen simplificado del IVA.



Se impondrá una multa equivalente a diez (10) UVT.

ARTÍCULO 292. Modifíquese el artículo 667 del Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 667. Sanción por no expedir certificados. Los agentes retenedores que, dentro del
plazo establecido por el Gobierno nacional, no cumplan con la obligación de expedir los
certificados de retención en la fuente, incluido el certificado de ingresos y retenciones, incurrirán
en una multa equivalente al cinco por ciento (5%) del valor de los pagos o abonos
correspondientes a los certificados no expedidos. La misma sanción será aplicable a las entidades
que no expidan el certificado de la parte no gravable de los rendimientos financieros pagados a
los ahorradores.

Cuando la sanción a que se refiere el presente artículo se imponga mediante resolución
independiente, previamente, se dará traslado de cargos a la persona o entidad sancionada, quien
tendrá un término de un (1) mes para responder.

La sanción a que se refiere este artículo se reducirá al treinta por ciento (30%) de la suma
inicialmente propuesta, si la omisión es subsanada antes de que se notifique la resolución
sanción; o al setenta por ciento (70%) de tal suma, si la omisión es subsanada dentro de los dos
meses siguientes a la fecha en que se notifique la sanción. Para tal efecto, en uno y otro caso, se
deberá presentar, ante la oficina que está conociendo de la investigación, un memorial de
aceptación de la sanción reducida, en el cual se acredite que la omisión fue subsanada, así como
el pago o acuerdo de pago de la misma.

ARTÍCULO 293. Modifíquese el artículo 670 del Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 670. Sanción por improcedencia de las devoluciones y/o compensaciones. Las
devoluciones y/o compensaciones efectuadas de acuerdo con las declaraciones del impuesto
sobre la renta y complementarios, y del impuesto sobre las ventas, presentadas por los
contribuyentes o responsables, no constituyen un reconocimiento definitivo a su favor.

Si la Administración Tributaria dentro del proceso de determinación, mediante liquidación
oficial, rechaza o modifica el saldo a favor objeto de devolución y/o compensación, o en caso de
que el contribuyente o responsable corrija la declaración tributaria disminuyendo el saldo a favor
que fue objeto de devolución y/o compensación, tramitada con o sin garantía, deberán
reintegrarse las sumas devueltas y/o compensadas en exceso junto con los intereses moratorios
que correspondan, los cuales deberán liquidarse sobre el valor devuelto y/o compensado en
exceso desde la fecha en que se notificó en debida forma el acto administrativo que reconoció el
saldo a favor hasta la fecha del pago. La base para liquidar los intereses moratorios no incluye las
sanciones que se lleguen a imponer con ocasión del rechazo o modificación del saldo a favor
objeto de devolución y/o compensación.

La devolución y/o compensación de valores improcedentes será sancionada con multa
equivalente a:

1. El diez por ciento (10%) del valor devuelto y/o compensado en exceso cuando el saldo a favor
es corregido por el contribuyente o responsable, en cuyo caso este deberá liquidar y pagar la
sanción.



2. El veinte por ciento (20%) del valor devuelto y/o compensado en exceso cuando la
Administración Tributaria rechaza o modifica el saldo a favor.

La Administración Tributaria deberá imponer la anterior sanción dentro de los tres (3) años
siguientes a la presentación de la declaración de corrección o a la notificación de la liquidación
oficial de revisión, según el caso.

Cuando se modifiquen o rechacen saldos a favor que hayan sido imputados por el contribuyente
o responsable en sus declaraciones del período siguiente, como consecuencia del proceso de
determinación o corrección por parte del contribuyente o responsable, la Administración
Tributaria exigirá su reintegro junto con los intereses moratorios correspondientes, liquidados
desde el día siguiente al vencimiento del plazo para declarar y pagar la declaración objeto de
imputación.

Cuando, utilizando documentos falsos o mediante fraude, se obtenga una devolución y/o
compensación, adicionalmente se impondrá una sanción equivalente al ciento por ciento (100%)
del monto devuelto y/o compensado en forma improcedente. En este caso, el contador o revisor
fiscal, así como el representante legal que hayan firmado la declaración tributaria en la cual se
liquide o compense el saldo improcedente, serán solidariamente responsables de la sanción
prevista en este inciso, si ordenaron y/o aprobaron las referidas irregularidades, o conociendo las
mismas no expresaron la salvedad correspondiente.

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se dará traslado del pliego de cargos por el
término de un (1) mes para responder al contribuyente o responsable.

PARÁGRAFO 1o. Cuando la solicitud de devolución y/o compensación se haya presentado con
garantía, el recurso contra la resolución que impone la sanción se debe resolver en el término de
un (1) año contado a partir de la fecha de interposición del recurso. En caso de no resolverse en
este lapso, operará el silencio administrativo positivo.

PARÁGRAFO 2o. Cuando el recurso contra la sanción por devolución y/o compensación
improcedente fuere resuelto desfavorablemente y estuviere pendiente de resolver en sede
administrativa o en la jurisdiccional el recurso o la demanda contra la liquidación de revisión en
la cual se discuta la improcedencia de dicha devolución y/o compensación, la Administración
Tributaria no podrá iniciar proceso de cobro hasta tanto quede ejecutoriada la resolución que
falle negativamente dicha demanda o recurso.

ARTÍCULO 294. Modifíquese el artículo 671 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 671. Sanción de declaración de proveedor ficticio o insolvente. No serán deducibles
en el impuesto sobre la renta, ni darán derecho a impuestos descontables en el impuesto sobre las
ventas, las compras o gastos efectuados a quienes la DIAN hubiere declarado como:

a) Proveedores ficticios, en el caso de aquellas personas o entidades que facturen ventas o
prestación de servicios simulados o inexistentes. Esta calificación se levantará pasados cinco (5)
años de haber sido efectuada;

b) Insolventes, en el caso de aquellas personas o entidades a quienes no se haya podido cobrar las
deudas tributarias, en razón a que traspasaron sus bienes a terceras personas, con el fin de eludir
el cobro de la Administración. La Administración deberá levantar la calificación de insolvente,



cuando la persona o entidad pague o acuerde el pago de las sumas adeudadas. Estas compras o
gastos dejarán de ser deducibles desde la fecha de publicación en un diario de amplia circulación
nacional de la correspondiente declaratoria.

La sanción a que se refiere el presente artículo, deberá imponerse mediante resolución, previo
traslado de cargos por el término de un mes para responder.

La publicación antes mencionada, se hará una vez se agote la vía gubernativa.

ARTÍCULO 295. Modifíquese el artículo 674 del Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 674. Errores de verificación. Las entidades autorizadas para la recepción de las
declaraciones y el recaudo de impuestos y demás pagos originados en obligaciones tributarias,
incurrirán en las siguientes sanciones, en relación con el incumplimiento de las obligaciones
derivadas de dicha autorización:

1. Diez (10) UVT por cada declaración o documento recepcionado con errores de verificación,
cuando el número de identificación tributaria no coincida con el consignado en el Registro Único
Tributario, RUT, del declarante, contribuyente, agente retenedor o responsable.

2. Diez (10) UVT por cada declaración o documento recepcionado sin el diligenciamiento de la
casilla de la firma del declarante o de quien lo representa.

3. Diez (10) UVT por cada formulario recepcionado cuando el mismo deba presentarse
exclusivamente a través de los servicios informáticos electrónicos de acuerdo con las
resoluciones de prescripción de formularios proferidas por la Administración Tributaria, salvo en
los eventos de contingencia autorizados previamente por la DIAN.

4. Cinco (5) UVT por cada número de registro anulado no informado que identifique una
declaración, recibo o documento recepcionado.

ARTÍCULO 296. Modifíquese el artículo 675 del Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 675. Inconsistencia en la información remitida. Sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo anterior, cuando la información remitida en el medio magnético no coincida con la
contenida en los formularios o recibos de pago recepcionados por la entidad autorizada para tal
efecto, y esta situación se presente respecto de un número de documentos que supere el medio
por ciento (0.5%) del total de documentos correspondientes a la recepción o recaudo de un
mismo día, la respectiva entidad será acreedora a una sanción por cada documento que presente
uno o varios errores, liquidada como se señala a continuación:

1. Diez (10) UVT cuando los errores se presenten respecto de un número de documentos mayor
al medio por ciento (0.5%) y no superior al dos punto cinco por ciento (2.5%) del total de
documentos.

2. Veinte (20) UVT cuando los errores se presenten respecto de un número de documentos mayor
al dos punto cinco por ciento (2.5%) y no superior al cuatro por ciento (4%) del total de
documentos.

3. Treinta (30) UVT cuando los errores se presenten respecto de un número de documentos
mayor al cuatro por ciento (4%) del total de documentos.



4. Cinco (5) UVT por cada documento físico no reportado en medio magnético o cuando el
documento queda reportado más de una vez en el medio magnético.

ARTÍCULO 297. Modifíquese el artículo 676 del Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 676. Extemporaneidad en la entrega de la información de los documentos
recibidos de los contribuyentes. Cuando las entidades autorizadas para recaudar impuestos
incumplan los términos fijados y lugares señalados por el Ministerio de Hacienda y Crédito
Público para la entrega de los documentos recibidos, así como para entregar la información
correspondiente a esos documentos en medios electrónicos o en los mecanismos que se
determinen para la grabación y transmisión, incurrirán en las siguientes sanciones, por cada
documento:

1. De uno (1) a cinco (5) días de retraso, una sanción de una (1) UVT.

2. De seis (6) a diez (10) días de retraso, una sanción dos (2) UVT.

3. De once (11) a quince (15) días de retraso, una sanción de tres (3) UVT.

4. De quince (15) a veinte (20) días de retraso, una sanción de cuatro (4) UVT.

5. De veinte (20) a veinticinco (25) días de retraso, una sanción de cinco (5) UVT.

6. Más de veinticinco (25) días de retraso, una sanción de ocho (8) UVT.

Los términos se contaran por días calendario, a partir del día siguiente al vencimiento del plazo
para la entrega de los documentos o la información correspondiente a los documentos, hasta el
día de su entrega efectiva.

ARTÍCULO 298. Adiciónese el artículo 676-1 al Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 676-1. Extemporaneidad e inexactitud en los informes, formatos o declaraciones
que deben presentar las entidades autorizadas para recaudar. Las entidades autorizadas para
recaudar incurrirán en las siguientes sanciones, en relación con la presentación y entrega de
informes de recaudo, formatos o declaraciones de consignaciones establecidos por la Dirección
de Impuestos y Aduanas Nacionales para el control del recaudo:

1. Veinte (20) UVT por errores en las cifras reportadas en el valor del recaudo diario, valor del
recaudo total, número de operaciones registradas, saldos de consignación del recaudo, valor por
intereses, valor por sanciones, valor por consignaciones y saldos pendientes por consignar, en los
informes de recaudo, formatos o declaraciones de consignaciones solicitados por la Autoridad
Tributaria.

2. Cuando cada informe de recaudo, formato o declaración de consignaciones solicitados por la
Administración Tributaria sean presentados o entregados de forma extemporánea, incurrirán en
las siguientes sanciones:

a) De uno (1) a diez (10) días de retraso, una sanción de cinco (5) UVT;

b) De once (11) a veinte (20) días de retraso, una sanción de diez (10) UVT;



c) Más de veinte (20) días de retraso, una sanción de veinte (20) UVT.

Los términos se contarán por días calendario, a partir del día siguiente al vencimiento del plazo
en la entrega del informe, formato o declaración hasta el día de su entrega efectiva.

En la misma sanción prevista en el numeral 2 de este artículo, incurrirán las entidades
autorizadas para recaudar que realicen las correcciones a los informes de recaudo, formatos o
declaraciones de consignaciones solicitadas por la Administración Tributaria, por fuera de los
plazos concedidos para realizarlas.

ARTÍCULO 299. Adiciónese el artículo 676-2 al Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 676-2. Aplicación de los principios de lesividad, proporcionalidad, gradualidad y
favorabilidad en el régimen sancionatorio de las entidades autorizadas para recaudar. Para
la aplicación del régimen sancionatorio establecido en los artículos 674, 675, 676 y 676-1 del
presente Estatuto se deberá atender lo siguiente:

1. La sanción se reducirá al cincuenta por ciento (50%) del monto previsto en la ley, siempre que
los errores, inconsistencias y/o extemporaneidades se presenten respecto de un número de
documentos o informes menor o igual al uno por ciento (1.0%) del total de documentos
recepcionados o informes presentados por la entidad autorizada para recaudar durante el año
fiscal en el que se hubiesen cometido las respectivas conductas objeto de sanción.

2. La sanción se reducirá al setenta y cinco por ciento (75%) del monto previsto en la ley,
siempre que los errores, inconsistencias y/o extemporaneidades se presenten respecto de un
número de documentos o informes mayor al uno por ciento (1.0%) y menor al uno punto cinco
por ciento (1.5%) del total de documentos recepcionados o informes presentados por la entidad
autorizada para recaudar durante el año fiscal en el que se hubiesen cometido las respectivas
conductas objeto de sanción.

ARTÍCULO 300. Modifíquese el artículo 869 del Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 869. Abuso en materia tributaria. La Administración Tributaria podrá recaracterizar
o reconfigurar toda operación o serie de operaciones que constituya abuso en materia tributaria y,
consecuentemente, desconocer sus efectos. En este sentido, podrá expedir los actos
administrativos correspondientes en los cuales proponga y liquide los impuestos, intereses y
sanciones respectivos.

Una operación o serie de operaciones constituirá abuso en materia tributaria cuando involucre el
uso o la implementación de uno o varios actos o negocios jurídicos artificiosos, sin razón o
propósito económico y/o comercial aparente, con el fin de obtener provecho tributario,
independientemente de cualquier intención subjetiva adicional.

PARÁGRAFO 1o. Se entiende por recaracterizar o reconfigurar, la potestad con que cuenta la
Administración Tributaria para determinar la verdadera naturaleza, forma o particularidades de
una operación o serie de operaciones, distinta a la que el obligado tributario pretende presentar, y
que conlleva a diferentes consecuencias tributarias.

PARÁGRAFO 2o. Se entenderá que un acto o negocio jurídico es artificioso y por tanto carece
de propósito económico y/o comercial, cuando se evidencie, entre otras circunstancias, que:



1. El acto o negocio jurídico se ejecuta de una manera que, en términos económicos y/o
comerciales, no es razonable.

2. El acto o negocio jurídico da lugar a un elevado beneficio fiscal que no se refleja en los riesgos
económicos o empresariales asumidos por el obligado tributario.

3. La celebración de un acto o negocio jurídico estructuralmente correcto es aparente, ya que su
contenido oculta la verdadera voluntad de las partes.

PARÁGRAFO 3o. Se entiende por provecho tributario la alteración, desfiguración o
modificación de los efectos tributarios que, de otra manera, se generarían en cabeza de uno o más
obligados tributarios o beneficiarios efectivos, tales como la eliminación, reducción o
diferimiento del tributo, el incremento del saldo a favor o de las pérdidas fiscales y la extensión
de beneficios o exenciones tributarias.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo (parcial) por
ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-002-18 de 31 de enero de 2018, Magistrado
Ponente Dr. Carlos Bernal Pulido.

ARTÍCULO 301. Adiciónese el artículo 676-3 al Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 676-3. Sanción mínima y máxima en el régimen sancionatorio de las entidades
autorizadas para recaudar. En ningún caso el valor de las sanciones de que tratan los artículos
674, 675, 676 y 676-1 de este Estatuto será inferior a veinte (20) UVT por cada conducta
sancionable.

En todo caso, la sumatoria de las sanciones de que trata el inciso anterior, que se lleguen a
imponer, no podrá superar el monto de treinta y tres mil (33.000) UVT en el año fiscal.

ARTÍCULO 302. Modifíquese el artículo 869-1 del Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 869-1. Procedimiento especial por abuso en materia tributaria. El funcionario
competente que, dentro del término de firmeza de la declaración, evidencie que una operación o
serie de operaciones puede constituir abuso en materia tributaria, en los términos del artículo
869, deberá emitir un emplazamiento especial explicando las razones en las que se basa,
sustentadas si quiera en prueba sumaria. Dicho emplazamiento especial por abuso en materia
tributaria deberá notificarse al contribuyente de conformidad con lo dispuesto en los artículos
565 y siguientes de este Estatuto.

Una vez notificado el emplazamiento especial por abuso en materia tributaria, el contribuyente
dispondrá de un término de tres (3) meses para contestarlo, aportando y/o solicitando las pruebas
que considere pertinentes, tiempo durante el cual se suspenderá el término de firmeza de la
declaración.

Vencido el término de que trata el inciso anterior, el funcionario que viene conociendo de la
investigación deberá emitir requerimiento especial o emplazamiento previo por no declarar,
según el caso, en los términos de los artículos 703 y 715, previo visto bueno del correspondiente



Director Seccional y de un delegado del Director de Gestión de Fiscalización. Una vez notificado
el requerimiento especial o el emplazamiento previo por no declarar, se deberá seguir el trámite
respectivo, según el caso, determinado en este Estatuto. En el requerimiento especial se
propondrá una recaracterización o reconfiguración de la operación o serie de operaciones que
constituyan abuso en materia tributaria, de acuerdo con el acervo probatorio recaudado, así como
cualquier otra modificación de la declaración privada, sin perjuicio de las demás modificaciones
a la declaración tributaria a que haya lugar. De igual forma se procederá cuando se emita
emplazamiento previo por no declarar.

PARÁGRAFO 1o. La motivación de que trata este artículo deberá contener la descripción de los
hechos, actos u omisiones que constituyen la conducta abusiva, las pruebas en que se funda la
Administración Tributaria respecto de tales hechos, actos u omisiones y la referencia expresa a la
valoración de las pruebas que haya presentado el contribuyente para desvirtuar la conducta
abusiva. Para todos los efectos del presente artículo, se dará plena y cabal aplicación a las
disposiciones y principios en materia procedimental y probatoria pertinentes.

PARÁGRAFO 2o. El procedimiento de que trata el presente artículo tiene como propósito la
reconfiguración o recaracterización de una operación o serie de operaciones que constituyan o
puedan constituir abuso en materia tributaria.

ARTÍCULO 303. Modifíquese el artículo 869-2 del Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 869-2. Facultad adicional de la administración tributaria en caso de abuso. En el
evento de presentarse abuso en los términos del artículo 869 de este Estatuto, la Administración
Tributaria podrá remover el velo corporativo de entidades que hayan sido utilizadas o hayan
participado, por decisión de sus socios, accionistas, directores o administradores, dentro de las
conductas abusivas.

ARTÍCULO 304. Modifíquese el artículo 46 de la Ley 962 de 2005, el cual quedará así:

Artículo 46. Racionalización de la conservación de documentos soporte. El período de
conservación de informaciones y pruebas a que se refiere el artículo 632 del Estatuto Tributario
será el mismo término de la firmeza de la declaración tributaria correspondiente. La conservación
de informaciones y pruebas deberá efectuarse en el domicilio principal del contribuyente.

ARTÍCULO 305. CONCILIACIÓN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA EN MATERIA
TRIBUTARIA. Facúltese a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales para realizar
conciliaciones en procesos contenciosos administrativos, en materia tributaria, aduanera y
cambiaria de acuerdo con los siguientes términos y condiciones:

Los contribuyentes, agentes de retención y responsables de los impuestos nacionales, los usuarios
aduaneros y del régimen cambiario, que hayan presentado demanda de nulidad y restablecimiento
del derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, podrán conciliar el valor de las
sanciones e intereses según el caso, discutidos contra liquidaciones oficiales, mediante solicitud
presentada ante la U.A.E. Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) así:

Por el ochenta (80%) del valor total de las sanciones, intereses y actualización según el caso,
cuando el proceso contra una liquidación oficial se encuentre en única o primera instancia ante
un Juzgado Administrativo o Tribunal Administrativo, siempre y cuando el demandante pague el



ciento por ciento (100%) del impuesto en discusión y el veinte por ciento (20%) del valor total de
las sanciones, intereses y actualización.

Cuando el proceso contra una liquidación oficial tributaria, y aduanera, se halle en segunda
instancia ante el Tribunal Contencioso Administrativo o Consejo de Estado según el caso, se
podrá solicitar la conciliación por el setenta por ciento (70%) del valor total de las sanciones,
intereses y actualización según el caso, siempre y cuando el demandante pague el ciento por
ciento (100%) del impuesto en discusión y el treinta por ciento (30%) del valor total de las
sanciones, intereses y actualización.

Cuando el acto demandado se trate de una resolución o acto administrativo mediante el cual se
imponga sanción dineraria de carácter tributario, aduanero o cambiario, en las que no hubiere
impuestos o tributos a discutir, la conciliación operará respecto del cincuenta por ciento (50%) de
las sanciones actualizadas, para lo cual el obligado deberá pagar en los plazos y términos de esta
ley, el cincuenta por ciento (50%) restante de la sanción actualizada.

En el caso de actos administrativos que impongan sanciones por concepto de devoluciones o
compensaciones improcedentes, la conciliación operará respecto del cincuenta por ciento (50%)
de las sanciones actualizadas, siempre y cuando el contribuyente pague el cincuenta por ciento
(50%) restante de la sanción actualizada y reintegre las sumas devueltas o compensadas en
exceso y sus respectivos intereses en los plazos y términos de esta ley.

Para efectos de la aplicación de este artículo, los contribuyentes, agentes de retención,
responsables y usuarios aduaneros o cambiarios, según se trate, deberán cumplir con los
siguientes requisitos y condiciones:

1. Haber presentado la demanda antes de la entrada en vigencia de esta ley.

2. Que la demanda haya sido admitida antes de la presentación de la solicitud de conciliación
ante la Administración.

3. Que no exista sentencia o decisión judicial en firme que le ponga fin al respectivo proceso
judicial.

4. Adjuntar prueba del pago, de las obligaciones objeto de conciliación de acuerdo con lo
indicado en los incisos anteriores.

5. <Numeral corregido por el artículo 9 del Decreto 939 de 2017. El nuevo texto es el siguiente:>
Aportar prueba del pago de la liquidación privada del impuesto o tributo objeto de conciliación
correspondiente al año gravable 2016, siempre que hubiere lugar al pago de dicho impuesto.

Notas de Vigencia

- Numeral corregido por el artículo 9 del Decreto 939 de 2017, 'por el cual se corrigen los
yerros de los artículos 89, 99, 111, 123, 165, 180, 281, 289, 305, 317 y 319 de la Ley 1819 de
2016', publicado en el Diario Oficial No. 50.255 de 5 de junio de 2017.

Legislación Anterior



Texto original de la Ley 1819 de 2016:

5. Aportar prueba del pago de la liquidación privada del impuesto o tributo objeto de
conciliación correspondiente al año gravable 2017, siempre que hubiere lugar al pago de
dicho impuesto.

6. Que la solicitud de conciliación sea presentada ante la Unidad Administrativa Especial
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) hasta el día 30 de septiembre de 2017.

El acto o documento que dé lugar a la conciliación deberá suscribirse a más tardar el día 30 de
octubre de 2017 y presentarse por cualquiera de las partes para su aprobación ante el juez
administrativo o ante la respectiva corporación de lo contencioso-administrativo, según el caso,
dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a su suscripción, demostrando el cumplimiento de
los requisitos legales. Las conciliaciones de que trata el presente artículo, deberán ser aceptadas
por la autoridad judicial respectiva, dentro del término aquí mencionado.

La sentencia o auto que apruebe la conciliación prestará mérito ejecutivo de conformidad con lo
señalado en los artículos 828 y 829 del Estatuto Tributario, y hará tránsito a cosa juzgada.

Lo no previsto en esta disposición se regulará conforme lo dispuesto en la Ley 446 de 1998 y el
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, con excepción de
las normas que le sean contrarias.

PARÁGRAFO 1o. La conciliación podrá ser solicitada por aquellos que tengan la calidad de
deudores solidarios o garantes del obligado.

PARÁGRAFO 2o. No podrán acceder a los beneficios de que trata el presente artículo los
deudores que hayan suscrito acuerdos de pago con fundamento en el artículo 7o de la Ley 1066
de 2006, el artículo 1o de la Ley 1175 de 2007, el artículo 48 de la Ley 1430 de 2010, los
artículos 147, 148 y 149 de la Ley 1607 de 2012, y los artículos 55, 56 y 57 de la Ley 1739 de
2014, que a la entrada en vigencia de la presente ley se encuentren en mora por las obligaciones
contenidas en los mismos.

PARÁGRAFO 3o. En materia aduanera, la conciliación prevista en este artículo no aplicará en
relación con los actos de definición de la situación jurídica de las mercancías.

PARÁGRAFO 4o. Los procesos que se encuentren surtiendo el recurso de súplica o de revisión
ante el Consejo de Estado no serán objeto de la conciliación prevista en este artículo.

PARÁGRAFO 5o. Facúltese a la U.A.E. Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales para
crear Comités de Conciliación Seccionales en las Direcciones Seccionales de Impuestos y
Aduanas Nacionales para el trámite y suscripción, si hay lugar a ello, de las solicitudes de
conciliación de que trata el presente artículo, presentadas por los contribuyentes, usuarios
aduaneros y/o cambiarios de su jurisdicción.

PARÁGRAFO 6o. Facúltese a los entes territoriales para realizar conciliaciones en procesos
contenciosos administrativos en materia tributaria de acuerdo con su competencia.

PARÁGRAFO 7o. El término previsto en el presente artículo no aplicará para los contribuyentes
que se encuentren en liquidación forzosa administrativa ante una Superintendencia, o en
liquidación judicial los cuales podrán acogerse a esta facilidad por el término que dure la



liquidación.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-060-18 de 7 de junio de 2018, Magistrada Ponente Dra. Gloria Stella
Ortiz Delgado.

Concordancias

Decreto Único 1625 de 2016;  Título 1.6.4

ARTÍCULO 306. TERMINACIÓN POR MUTUO ACUERDO DE LOS PROCESOS
ADMINISTRATIVOS TRIBUTARIOS ADUANEROS Y CAMBIARIOS. Facúltese a la
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales para terminar por mutuo acuerdo los procesos
administrativos, en materia tributaria, aduanera y cambiaria, de acuerdo con los siguientes
términos y condiciones:

Los contribuyentes, agentes de retención y responsables de los impuestos nacionales, los usuarios
aduaneros y del régimen cambiario a quienes se les haya notificado antes de la entrada en
vigencia de esta ley, requerimiento especial, liquidación oficial, resolución del recursos de
reconsideración, podrán transar con la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, hasta el 30
de octubre de 2017, quien tendrá hasta el 15 de diciembre de 2017 para resolver dicha solicitud,
el setenta por ciento (70%) de las sanciones, intereses actualizados, según el caso, siempre y
cuando el contribuyente o responsable, agente retenedor o usuario aduanero, corrija su
declaración privada, pague el ciento por ciento (100%) del impuesto o tributo a cargo, o del
menor saldo a favor propuesto o liquidado, y el treinta por ciento (30%) restante de las sanciones
e intereses.

Cuando se trate de pliegos de cargos y resoluciones mediante las cuales se impongan sanciones
dinerarias, en las que no hubiere impuestos o tributos aduaneros en discusión, la transacción
operará respecto del cincuenta por ciento (50%) de las sanciones actualizadas, para los cual el
obligado deberá pagar en los plazos y términos de esta ley, el cincuenta por ciento (50%) restante
de la sanción actualizada.

En el caso de las resoluciones que imponen sanción por no declarar, y las resoluciones que fallan
los respectivos recursos, la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales podrá transar el
setenta por ciento (70%) del valor de la sanción e intereses, siempre y cuando el contribuyente
presente la declaración correspondiente al impuesto o tributo objeto de la sanción y pague el
ciento por ciento (100%) de la totalidad del impuesto o tributo a cargo y el treinta por ciento
(30%) de las sanciones e intereses. Para tales efectos los contribuyentes, agentes de retención,
responsables y usuarios aduaneros deberán adjuntar la prueba del pago de la liquidación(es)
privada(s) del impuesto objeto de la transacción correspondiente al año gravable 2016, siempre
que hubiere lugar al pago de la liquidación privada de los impuestos y retenciones
correspondientes al periodo materia de discusión.

En el caso de actos administrativos que impongan sanciones por concepto de devoluciones o
compensaciones improcedentes, la transacción operará respecto del cincuenta por ciento (50%)
de las sanciones actualizadas, siempre y cuando el contribuyente pague el cincuenta por ciento



(50%) restante de la sanción actualizada y reintegre las sumas devueltas o compensadas en
exceso y sus respectivos intereses en los plazos y términos de esta ley.

La terminación por mutuo acuerdo que pone fin a la actuación administrativa tributaria, aduanera
o cambiaria, prestará mérito ejecutivo de conformidad con lo señalado en los artículos 828 y 829
del Estatuto Tributario, y con su cumplimiento se entenderá extinguida la obligación por la
totalidad de las sumas en discusión.

Los términos de corrección previstos en los artículos 588, 709 y 713 del Estatuto Tributario, se
extenderán temporalmente con el fin de permitir la adecuada aplicación de esta disposición.

PARÁGRAFO 1o. La terminación por mutuo acuerdo podrá ser solicitada por aquellos que
tengan la calidad de deudores solidarios o garantes del obligado.

PARÁGRAFO 2o. No podrán acceder a los beneficios de que trata el presente artículo los
deudores que hayan suscrito acuerdos de pago con fundamento en el artículo 7o de la Ley 1066
de 2006, el artículo 1o de la Ley 1175 de 2007, el artículo 48 de la Ley 1430 de 2010, los
artículos 147, 148 y 149 de la Ley 1607 de 2012, y los artículos 55, 56 y 57 de la Ley 1739 de
2014, que a la entrada en vigencia de la presente ley se encuentren en mora por las obligaciones
contenidas en los mismos.

PARÁGRAFO 3o. En materia aduanera, la transacción prevista en este artículo no aplicará en
relación con los actos de definición de la situación jurídica de las mercancías.

PARÁGRAFO 4o. Facúltese a los entes territoriales para realizar las terminaciones por mutuo
acuerdo de los procesos administrativos tributarios, de acuerdo con su competencia.

PARÁGRAFO 5o. En los casos en los que el contribuyente pague valores adicionales a los que
disponen en la presente norma, se considerará un pago de lo debido y no habrá lugar a
devoluciones.

PARÁGRAFO 6o. El término previsto en el presente artículo no aplicará para los contribuyentes
que se encuentren en liquidación forzosa administrativa ante una Superintendencia, o en
liquidación judicial los cuales podrán acogerse a esta facilidad por el término que dure la
liquidación.

Concordancias

Decreto Único 1625 de 2016;  Capítulo 1.6.4.3  

ARTÍCULO 307. Modifíquense los parágrafos 1o, 2o y el parágrafo transitorio, y adiciónense
los parágrafos 3o y 4o al artículo 771-5 del Estatuto Tributario los cuales quedarán así:

PARÁGRAFO 1o. Podrán tener reconocimiento fiscal como costos, deducciones, pasivos o
impuestos descontables, los pagos en efectivo que efectúen los contribuyentes o responsables,
independientemente del número de pagos que se realicen durante el año, así:

1. En el año 2018, el menor valor entre:

a) El ochenta y cinco por ciento (85%) de lo pagado, que en todo caso no podrá superar de cien
mil (100.000) UVT, y



b) El cincuenta por ciento (50%) de los costos y deducciones totales.

2. En el año 2019, el menor valor entre:

a) El setenta por ciento (70%) de lo pagado, que en todo caso no podrá superar de ochenta mil
(80.000) UVT, y

b) El cuarenta y cinco por ciento (45%) de los costos y deducciones totales.

3. En el año 2020, el menor valor entre:

a) El cincuenta y cinco por ciento (55%) de lo pagado, que en todo caso no podrá superar de
sesenta mil (60.000) UVT, y

b) El cuarenta por ciento (40%) de los costos y deducciones totales.

4. A partir del año 2021, el menor valor entre:

a) El cuarenta por ciento (40%) de lo pagado, que en todo caso no podrá superar de cuarenta mil
(40.000) UVT, y

b) El treinta y cinco por ciento (35%) de los costos y deducciones totales.

PARÁGRAFO 2o. En todo caso, los pagos individuales realizados por personas jurídicas y las
personas naturales que perciban rentas no laborales de acuerdo a lo dispuesto en este Estatuto,
que superen las cien (100) UVT deberán canalizarse a través de los medios financieros, so pena
de su desconocimiento fiscal como costo, deducción, pasivo o impuesto descontable en la cédula
correspondiente a las rentas no laborales.

PARÁGRAFO 3o. Tratándose de los pagos en efectivo que efectúen operadores de Juegos de
Suerte y Azar, la gradualidad prevista en el parágrafo anterior se aplicará de la siguiente manera:

1. En el año 2018, el setenta y cuatro por ciento (74%) de los costos, deducciones, pasivos o
impuestos descontables totales.

2. En el año 2019, el sesenta y cinco por ciento (65%) de los costos, deducciones, pasivos o
impuestos descontables totales.

3. En el año 2020, el cincuenta y ocho por ciento (58%) de los costos, deducciones, pasivos o
impuestos descontables totales.

4. A partir del año 2021, el cincuenta y dos por ciento (52%) de los costos, deducciones, pasivos
o impuestos descontables totales.

Para efectos de este parágrafo no se consideran comprendidos los pagos hasta por mil
ochocientas (1.800) UVT que realicen los operadores de juegos de suerte y azar, siempre y
cuando realicen la retención en la fuente correspondiente.

El presente tratamiento no será aplicable a los operadores de juegos de suerte y azar que cumplan
con las normas de lavado de activos establecidas por las autoridades competentes en aquellos
casos en que las entidades financieras por motivos debidamente justificados nieguen el acceso a
los productos financieros para la canalización de los pagos de que trata este artículo. En este caso
el contribuyente deberá aportar las pruebas correspondientes que acrediten tal hecho, incluyendo



las comunicaciones de todas las entidades financieras que sustenten la negativa para abrir los
productos financieros. Dichas entidades estarán obligadas a expedir la mencionada comunicación
cuando nieguen el acceso a los productos anteriormente mencionados.

PARÁGRAFO 4o. Los bancos y demás entidades financieras de naturaleza pública deberán abrir
y mantener cuentas en sus entidades y otorgar los productos financieros transaccionales, usuales
a los operadores de juegos de suerte y azar autorizados por Coljuegos y demás autoridades
nacionales o territoriales competentes, mediante concesión, licencia o cualquier otro tipo de acto
administrativo y a los operadores de giros postales, siempre y cuando cumplan con las normas
sobre lavado de activos establecidas por las autoridades nacionales.

PARÁGRAFO TRANSITORIO. El 100% de los pagos en efectivo que realicen los
contribuyentes durante los años 2014, 2015, 2016 y 2017 tendrán reconocimiento fiscal como
costos, deducciones, pasivos, o impuestos descontables en la declaración de renta
correspondiente a dicho período gravable, siempre y cuando cumplan con los demás requisitos
establecidos en las normas vigentes.

ARTÍCULO 308. Modifíquese el artículo 616-1 del Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 616-1. Factura o documento equivalente. La factura de venta o documento
equivalente se expedirá, en las operaciones que se realicen con comerciantes, importadores o
prestadores de servicios o en las ventas a consumidores finales.

Son sistemas de facturación, la factura de venta y los documentos equivalentes. La factura de
talonario o de papel y la factura electrónica se consideran para todos los efectos como una factura
de venta.

Los documentos equivalentes a la factura de venta, corresponderán a aquellos que señale el
Gobierno nacional.

PARÁGRAFO 1o. Todas las facturas electrónicas para su reconocimiento tributario deberán ser
validadas previo a su expedición, por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales o por un
proveedor autorizado por esta.

La factura electrónica solo se entenderá expedida cuando sea validada y entregada al adquirente.

En todos los casos, la responsabilidad de la entrega de la factura electrónica para su validación y
la entrega al adquirente una vez validada, corresponde al obligado a facturar.

Los proveedores autorizados deberán transmitir a la Administración Tributaria, las facturas
electrónicas que validen; cuando las facturas electrónicas sean validadas por la Dirección de
Impuestos y Aduanas Nacionales, las mismas se entenderán transmitidas.

La validación de las facturas electrónicas de que trata este parágrafo no excluye las amplias
facultades de fiscalización y control de la Administración Tributaria.

PARÁGRAFO 2o. El Gobierno nacional podrá reglamentar la factura de venta y los documentos
equivalentes, indicando los requisitos del artículo 617 de este estatuto que deban aplicarse para
cada sistema de facturación, o adicionando los que considere pertinentes, así como señalar el
sistema de facturación que deban adoptar los obligados a expedir factura de venta o documento
equivalente. La Administración Tributaria podrá establecer las condiciones, los términos y los



mecanismos técnicos y tecnológicos para la generación, numeración, validación, expedición,
entrega al adquirente y la transmisión de la factura o documento equivalente, así como la
información a suministrar relacionada con las especificaciones técnicas y el acceso al software
que se implemente, la información que el mismo contenga y genere y la interacción de los
sistemas de facturación con los inventarios, los sistemas de pago, el IVA, el impuesto nacional al
consumo, la retención en la fuente que se haya practicado y en general con la contabilidad y la
información tributaria que legalmente sea exigida.

La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales deberá adecuar su estructura, para garantizar la
administración y control de la factura electrónica, así como para definir las competencias y
funciones en el nivel central y seccional, para el funcionamiento de la misma.

PARÁGRAFO 3o. El Gobierno nacional podrá reglamentar los procedimientos, condiciones y
requisitos para la habilitación de los proveedores autorizados para validar y transmitir factura.

PARÁGRAFO TRANSITORIO 1o. Los requisitos, condiciones y procedimientos establecidos
en el presente artículo, serán reglamentados por el Gobierno nacional; entre tanto aplicarán las
disposiciones que regulan la materia antes de la entrada en vigencia de la presente ley.

PARÁGRAFO TRANSITORIO 2o. Los contribuyentes obligados a declarar y pagar el IVA y el
impuesto al consumo deberán expedir factura electrónica a partir del 1o de enero de 2019 en los
términos que establezca el reglamento. Durante las vigencias fiscales del 2017 y 2018 los
contribuyentes obligados por las autoridades tributarias para expedir factura electrónica serán
seleccionados bajo un criterio sectorial conforme al alto riesgo de evasión identificado en el
mismo y del menor esfuerzo para su implementación.

ARTÍCULO 309. Adiciónese el artículo 616-4 al Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 616-4. Proveedores autorizados, obligaciones e infracciones. Será proveedor
autorizado la persona jurídica habilitada para validar y transmitir la factura electrónica que
cumpla con las condiciones y requisitos que señale el Gobierno nacional. La Administración
Tributaria, mediante resolución motivada, habilitará como proveedor autorizado a quienes
cumplan las condiciones y requisitos que sean establecidos.

Son obligaciones e infracciones de los proveedores autorizados las siguientes:

1. Los proveedores autorizados, deberán cumplir las siguientes obligaciones:

a) Validar las facturas electrónicas atendiendo los términos, requisitos y características exigidos;

b) Transmitir a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales las facturas electrónicas
validadas atendiendo los términos, requisitos y características exigidos;

c) Garantizar y atender las disposiciones jurídicas relacionadas con la confidencialidad y reserva
de la información;

d) Mantener durante la vigencia de la habilitación, las condiciones y requisitos exigidos para ser
proveedor autorizado;

e) Abstenerse, de utilizar maniobras fraudulentas o engañosas en las operaciones que realice,
relacionadas con la factura electrónica, que resulten en operaciones inexistentes, inexactas,



simuladas, ficticias, y cualquier otra figura que pueda utilizarse como instrumento de evasión,
elusión o aminoración de la carga tributaria.

2. Los proveedores autorizados, incurrirán en infracción tributaria cuando realicen cualquiera de
las siguientes conductas:

a) No validar las facturas electrónicas que cumplan con los requisitos exigidos;

b) Validar las facturas electrónicas sin el cumplimiento de los términos, requisitos y mecanismos
técnicos e informáticos que se exijan en el reglamento;

c) No transmitir las facturas electrónicas que haya validado;

d) Transmitir las facturas electrónicas sin el cumplimiento de los términos, requisitos y
mecanismos técnicos e informáticos que se exijan en el reglamento;

e) Violar las disposiciones jurídicas relacionadas con la confidencialidad y reserva de la
información;

f) Haber obtenido la habilitación como proveedor autorizado, mediante la utilización de medios
fraudulentos;

g) No mantener durante la vigencia de la habilitación, las condiciones y requisitos exigidos para
ser proveedor autorizado;

h) Utilizar maniobras fraudulentas o engañosas en la validación o transmisión de la factura
electrónica, que resulten en operaciones inexistentes, inexactas, simuladas, ficticias, las cuales
sirvan como instrumento de evasión y aminoración de la carga tributaria.

ARTÍCULO 310. Adiciónese el artículo 684-4 al Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 684-4. Sanciones aplicables a los proveedores autorizados. El proveedor autorizado
será sancionado con la cancelación de la habilitación cuando incurra en alguna de las
infracciones previstas en los literales a), c), e), f), g) o h) del numeral segundo del artículo 616-4
de este estatuto y solo podrán ejercer como proveedor autorizado, trascurridos cinco (5) años de
haber sido cancelada su autorización, para lo cual deberá surtir nuevamente el procedimiento de
habilitación.

El proveedor autorizado que incurra en alguna de las infracciones previstas en los literales b) o d)
del numeral segundo del artículo 616-4 de este estatuto será objeto de una sanción de diez (10)
UVT por cada factura validada y/o transmitida sin el cumplimiento de los términos, requisitos y
mecanismos técnicos e informáticos que se exijan en el reglamento. La sanción no podrá exceder
de diez mil (10.000) UVT; esta sanción se reducirá a la mitad de su valor, cuando se acepte la
misma con ocasión de la respuesta al pliego de cargos y antes de que se haya notificado la
resolución que la impone o al setenta y cinco por ciento (75%) de su valor, cuando se acepte
dentro del término del recurso de reconsideración y se renuncie a este. Para tal efecto, en uno y
otro caso se deberá presentar, ante la oficina que está conociendo de la investigación, un
memorial de aceptación de la sanción reducida, en el cual se acredite el pago o acuerdo de pago
de la misma y se acredite el cumplimiento de la obligación cuando fuera del caso.

En los casos en que el proveedor autorizado reincida, en los términos del artículo 640 de este



estatuto, respecto de las infracciones previstas en los literales b) o d) del numeral segundo del
artículo 616-4 de este estatuto, será objeto de la sanción de cancelación de la habilitación.

Las sanciones previstas en este artículo se impondrán aplicando el procedimiento establecido en
la oportunidad establecida en el artículo 638 del Estatuto Tributario. El investigado dispondrá de
un mes contado a partir de la notificación del pliego de cargos para dar respuesta, presentar los
descargos y solicitar las pruebas que considere pertinente.

ARTÍCULO 311. DEVOLUCIÓN DE APORTES Y SANCIONES. En los eventos en los que
se declare total o parcialmente la nulidad de los actos administrativos expedidos por la UGPP y
se ordene la devolución de aportes y/o sanciones, la UGPP ordenará la devolución de los mismos
al Fosyga, al Fondo de Riesgos Laborales, a las Administradoras de Pensiones, y riesgos
laborales, al Tesoro Nacional, al ICBF, al SENA, a las Cajas de Compensación, y a todas las
demás entidades que hayan recibido recursos del Sistema de la Protección Social, según el caso,
conforme con el procedimiento que establezca para el efecto.

La orden de pago será impartida por la UGPP dentro de los 30 días hábiles siguientes contados a
partir de la fecha en que quede ejecutoriada la sentencia, mediante acto administrativo que será
notificado a las entidades obligadas a la devolución de los aportes y/o sanciones.

La devolución de los aportes por parte de las entidades obligadas deberá realizarse y acreditarse
dentro de los dos (2) meses siguientes a la notificación del acto administrativo proferido por la
UGPP, en la cuenta que para tal efecto disponga el aportante; de lo contrario se causarán
intereses moratorios con cargo a las mencionadas entidades a la tasa de interés bancario corriente
certificada por la Superintendencia Financiera por el período en el que se realiza el pago.

Notificada la admisión de la demanda a la UGPP, esta deberá comunicarse a las
Administradoras, o a quienes asuman sus obligaciones para que efectúen las provisiones
correspondientes en una cuenta especial que reconozca la contingencia y que garantice la
devolución de los recursos.

ARTÍCULO 312. NOTIFICACIÓN ELECTRÓNICA. <Artículo derogado a partir del 1o. de
julio de 2019, consultar en Legislación Anterior el texto vigente hasta esta fecha.  por el artículo
122 de la Ley 1943 de 2018>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 122 de la Ley 1943 de 2018, 'por la cual se expiden
normas de financiamiento para el restablecimiento del equilibrio del presupuesto general y se
dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 50.820 de 28 de diciembre de
2018.

Concordancias

Ley 1943 de 2018; Art.  91; Art. 92 (ET. Art. 563 Par.; Art. 565 Par. 5)

Legislación Anterior



Texto original de la Ley 1819 de 2016:

ARTÍCULO 312. Los actos administrativos que profiera la UGPP en los procesos de
determinación de obligaciones y sancionatorios de las contribuciones parafiscales de la
protección social y de cobro coactivo, podrán notificarse a la dirección electrónica que
informe el aportante de manera expresa.

Una vez el aportante informe la dirección electrónica a la UGPP, todos los actos
administrativos proferidos con posterioridad a ese momento, independientemente de la etapa
administrativa en la que se encuentre el proceso, serán notificados a esa dirección hasta que
el aportante informe de manera expresa el cambio de dirección.

Se entenderá surtida la notificación electrónica el octavo día hábil siguiente a aquel en que se
reciba el acto administrativo en la dirección electrónica informada por el aportante, de
acuerdo con lo certificado por la UGPP.

Para todos los efectos legales los términos se computarán a partir del día hábil siguiente a
aquel en que quede notificado el acto de conformidad con la presente disposición.

Cuando el interesado no pueda acceder al contenido del mensaje de datos por razones
inherentes al mismo, deberá informarlo a la Unidad a más tardar el octavo día hábil siguiente
a aquel en que se recibió el correo electrónico, la UGPP previa evaluación del hecho,
procederá a enviar el acto administrativo a través de correo electrónico. En este caso, la
notificación se entenderá surtida para efectos de los términos de la Unidad, el octavo día
hábil siguiente al recibo del primer correo electrónico del acto administrativo y para el
aportante, el término para responder o impugnar se contará a partir del día hábil siguiente a la
fecha en que el acto le sea efectivamente notificado por medio electrónico.

Si a pesar de lo anterior el aportante no puede acceder al mensaje de datos o no se pudiere
notificar por problemas técnicos de la Administración, se podrán utilizar las otras formas
previstas en la ley para la notificación.

PARÁGRAFO. En todos los casos en que la notificación electrónica o la notificación surtida
por los otros medios previstos en la ley, se haya realizado más de una vez, los términos para
efectos de la administración y para el aportante, se contaran a partir de la primera notificación
realizada en debida forma'.

ARTÍCULO 313. COMPETENCIA DE LAS ACTUACIONES TRIBUTARIAS DE LA
UGPP. Las controversias que se susciten respecto de las actuaciones administrativas expedidas
por la UGPP en relación con las tareas de seguimiento, colaboración y determinación de la
adecuada, completa y oportuna liquidación y pago de las contribuciones parafiscales de la
Protección Social, continuarán tramitándose ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa.

ARTÍCULO 314. Modifíquese el artículo 179 de la Ley 1607 de 2012, el cual quedará así:

Artículo 179. La UGPP será la entidad competente para imponer las sanciones de que trata el
presente artículo y las mismas se aplicarán sin perjuicio del cobro de los respectivos intereses
moratorios o cálculo actuarial según sea el caso.

1. Al aportante a quien la UGPP le haya notificado requerimiento para declarar y/o corregir, por



conductas de omisión o mora se le propondrá una sanción por no declarar equivalente al 5% del
valor dejado de liquidar y pagar por cada mes o fracción de mes de retardo, sin que exceda el
100% del valor del aporte a cargo, y sin perjuicio de los intereses moratorios a que haya lugar.

Si el aportante no presenta y paga las autoliquidaciones dentro del término de respuesta al
requerimiento para declarar y/o corregir, la UGPP le impondrá en la liquidación oficial sanción
por no declarar equivalente al 10% del valor dejado de liquidar y pagar por cada mes o fracción
de mes de retardo, sin exceder el 200% del valor del aporte a cargo, sin perjuicio de los intereses
moratorios a que haya lugar.

Si la declaración se presenta antes de que se profiera el requerimiento para declarar y/o corregir
no habrá lugar a sanción.

PARÁGRAFO TRANSITORIO. La sanción aquí establecida será aplicada a los procesos en
curso a los cuales no se les haya decidido el recurso de reconsideración, si les es más favorable.

2. El aportante a quien se le haya notificado el requerimiento para declarar y/o corregir, que
corrija por inexactitud la autoliquidación de las Contribuciones Parafiscales de la Protección
Social deberá liquidar y pagar una sanción equivalente al 35% de la diferencia entre el valor a
pagar y el inicialmente declarado.

Si el aportante no corrige la autoliquidación dentro del plazo para dar respuesta al Requerimiento
para declarar y/o corregir, la UGPP impondrá en la Liquidación Oficial una sanción equivalente
al 60% de la diferencia entre el valor a pagar determinado y el inicialmente declarado, sin
perjuicio de los intereses moratorios a que haya lugar.

3. Los aportantes a los que la UGPP les solicite información y/o pruebas, que no la suministren
dentro del plazo establecido, o la suministren en forma incompleta o inexacta, se harán
acreedoras a una sanción hasta de 15.000 UVT, a favor del tesoro nacional, que se liquidará de
acuerdo con el número de meses o fracción de mes de incumplimiento, así:

NÚMERO DE MESES O FRACCIÓN DE MESEN
MORA

NÚMERO DE UVT A PAGAR

Hasta 1 30

Hasta 2 90

Hasta 3 240

Hasta 4 450

Hasta 5 750

Hasta 6 1200

Hasta 7 1950

Hasta 8 3150

Hasta 9 4800

Hasta 10 7200

Hasta 11 10500

Hasta 12 15000

La sanción a que se refiere el presente artículo, se reducirá al diez por ciento (10%) de la suma
causada si la información es entregada conforme lo había solicitado la Unidad, a más tardar hasta



el cuarto mes de incumplimiento en la entrega de la información; o al veinte por ciento (20%) de
tal suma, si la información es entregada después del cuarto mes y hasta el octavo mes de
incumplimiento y al (30%) de este valor si la información es entregada después del octavo mes y
hasta el mes duodécimo.

Para acceder a la reducción de la sanción debe haberse presentado la información completa en los
términos exigidos y debe haberse acreditado el pago de la sanción reducida dentro de los plazos
antes señalados, en concordancia con el procedimiento que para tal efecto establezca la UGPP.
Lo anterior sin perjuicio de la verificación que con posterioridad deba realizarla UGPP para
determinar la procedencia o no de la reducción de la sanción.

4. Las administradoras del Sistema de la Protección Social que incumplan los estándares que la
UGPP establezca para el cobro de las Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, serán
sancionadas hasta por doscientas (200) UVT.

PARÁGRAFO 1o. Se faculta a la UGPP para imponer sanción equivalente a 15.000 UVT a las
asociaciones o agremiaciones que realicen afiliaciones colectivas de trabajadores independientes
sin estar autorizadas por el Ministerio de Salud y Protección Social, previo pliego de cargos para
cuya respuesta se otorgará un mes contado a partir de su notificación. De lo anterior, se dará
aviso a la autoridad de vigilancia según su naturaleza con el fin de que se ordene la cancelación
del registro y/o cierre del establecimiento, sin perjuicio de las acciones penales a que haya lugar
por parte de las autoridades competentes.

PARÁGRAFO 2o. Los aportantes que no paguen oportunamente las sanciones a su cargo, que
lleven más de un año de vencidas, así como las sanciones que hayan sido impuestas por la UGPP
se actualizarán de conformidad con lo dispuesto en el artículo 867-1 del Estatuto Tributario.

PARÁGRAFO 3o. Los recursos recuperados por concepto de las sanciones de que trata el
presente artículo serán girados al Tesoro Nacional.

ARTÍCULO 315. INTERVENCIÓN DE LA UGPP EN PROCESOS ESPECIALES. La
UGPP podrá intervenir en los procesos de reestructuración, reorganización empresarial, así como
en los señalados en el Libro Quinto, Título IX del Estatuto Tributario, con las mismas facultades
y siguiendo el procedimiento descrito en los artículos previstos en dicho título, en lo que resulte
pertinente.

ARTÍCULO 316. TERMINACIÓN POR MUTUO ACUERDO DE LOS PROCESOS
ADMINISTRATIVOS. Facúltese a la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP) para terminar por mutuo acuerdo los
procesos administrativos de determinación y sancionatorios de las contribuciones del Sistema de
la Protección Social, en los siguientes términos y condiciones:

1. TERMINACIÓN POR MUTUO ACUERDO DE PROCESOS ADMINISTRATIVOS DE
DETERMINACIÓN DE OBLIGACIONES. Los aportantes u obligados con el Sistema de la
Protección Social, los deudores solidarios del obligado y las administradoras del Sistema de la
Protección Social a quienes se les haya notificado antes de la fecha de publicación de esta ley,
requerimiento para declarar y/o corregir, liquidación oficial, o resolución que decide el recurso
de reconsideración, y paguen hasta el 30 de octubre de 2017 el total de la contribución señalada
en dichos actos administrativos, el 100% de los intereses generados con destino al subsistema de



Pensiones, el 20% de los intereses generados con destino a los demás subsistemas de la
protección social y el 20% de las sanciones actualizadas por omisión e inexactitud, podrán
exonerarse del pago del 80% de los intereses de los demás subsistemas y del 80% de las
sanciones por omisión e inexactitud asociadas a la contribución.

2. TERMINACIÓN POR MUTUO ACUERDO DE PROCESOS ADMINISTRATIVOS
SANCIONATORIOS POR NO ENVÍO DE INFORMACIÓN. Los aportantes u obligados con el
Sistema de la Protección Social, los deudores solidarios del obligado y las administradoras del
Sistema de la Protección Social a quienes se les haya notificado antes de la fecha de publicación
de esta ley, pliego de cargos, resolución sanción o resolución que decide el recurso de
reconsideración y paguen hasta el 30 de octubre de 2017 el 10% del valor de la sanción
actualizada propuesta o determinada en dichos actos administrativos, podrán exonerarse del pago
del 90% de la misma.

PARÁGRAFO 1o. El término para resolver las solicitudes de terminación por mutuo acuerdo
será hasta el 1 de diciembre de 2017.

PARÁGRAFO 2o. La Terminación por Mutuo acuerdo podrá ser solicitada por aquellos que
tengan la calidad de deudores solidarios o garantes del obligado.

PARÁGRAFO 3o. El término previsto en el presente artículo no aplicará para los aportantes u
obligados con el Sistema de la Protección Social que antes de la fecha de publicación de la ley,
de acuerdo con la respectiva acta de apertura se encontraban en liquidación forzosa
administrativa ante una Superintendencia, o en liquidación judicial, los cuales podrán acogerse a
esta terminación por mutuo acuerdo por el término que dure la liquidación.

Concordancias

Resolución MINSALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL 1608 de 2017  

Resolución MINSLAUD Y PROTECCIÓN SOCIAL 2388 de 2016; Anexos 2, 4 y 5  

ARTÍCULO 317. CONCILIACIÓN EN PROCESOS JUDICIALES. <Artículo corregido por
el artículo 10 del Decreto 939 de 2017. El nuevo texto es el siguiente:> Facúltese a la Unidad
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección
Social (UGPP) para realizar conciliaciones en vía judicial, de acuerdo con los siguientes
términos y condiciones:

Los aportantes u obligados con el Sistema de la Protección Social, los deudores solidarios del
obligado y las administradoras del Sistema de la Protección Social que antes de la fecha de
publicación de esta Ley hayan presentado demandas contra las actuaciones administrativas de
determinación y sancionatorias de las contribuciones parafiscales de la Protección Social
expedidas por la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones
Parafiscales de la Protección Social (UGPP) podrán solicitar ante el Comité de Conciliación y
Defensa Judicial de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones
Parafiscales de la Protección Social (UGPP), hasta el 30 de octubre de 2017, previa acreditación
del respectivo pago, la conciliación del valor de las sanciones actualizadas e intereses liquidados
y discutidos en vía judicial, así:

1. Cuando el proceso contra una liquidación oficial se encuentre en única o primera instancia
según el caso, la conciliación procede exonerándose de pagar el 30% del valor total de las



sanciones actualizadas, e intereses de los subsistemas excepto del sistema pensional, siempre y
cuando el demandante pague el 100% de la contribución en discusión, el 100%) de los intereses
del subsistema pensional, el 70% de los intereses de los demás subsistemas y el 70% del valor
total de las sanciones actualizadas.

2. Cuando el proceso contra una liquidación oficial se halle en segunda instancia la conciliación
procede exonerándose de pagar el 20% del valor total de las sanciones actualizadas, e intereses
de los subsistemas excepto del sistema pensional, siempre y cuando el demandante pague el
100% de la contribución en discusión, el 100%> de los intereses del subsistema pensional, el
80% de los intereses de los demás subsistemas y el 80%> del valor total de las sanciones
actualizadas.

3. Cuando el acto demandado se trate de una resolución o acto administrativo mediante el cual se
imponga sanción dinerada de carácter tributario, en las que no hubiere aportes a discutir, la
conciliación operará respecto del cincuenta por ciento (50%) de las sanciones actualizadas, para
lo cual el obligado deberá pagar en los plazos y términos de esta ley, el cincuenta por ciento
(50%) restante de la sanción actualizada.

PARÁGRAFO 1o. Para efectos de la aplicación de la fórmula conciliatoria el demandante deberá
cumplir la totalidad de los siguientes requisitos:

a) Que la demanda haya sido admitida antes de la presentación de la solicitud de conciliación
ante la Unidad;

b) Que no exista sentencia o decisión judicial en firme que le ponga fin al respectivo proceso
judicial;

c) Que se adjunte a la solicitud de conciliación la prueba del pago en los términos aquí previstos,
a más tardar el 30 de octubre de 2017.

PARÁGRAFO 2o. Si después de la entrada en vigencia de esta ley no ha sido admitida la
demanda, el demandante podrá acogerse a la terminación por mutuo acuerdo del proceso
administrativo de determinación o sancionatorio, para lo cual deberá cumplir los requisitos
exigidos para el efecto y acreditar en el mismo tiempo la presentación de la solicitud de retiro de
demanda ante el juez competente en los términos de ley.

PARÁGRAFO 3o. La procedencia de la conciliación prevista en este artículo estará sujeta a la
verificación por parte de la UGPP del pago de las obligaciones y del cumplimiento de los demás
requisitos. El acto o documento que dé lugar a la conciliación deberá suscribirse a más tardar el
1o de diciembre de 2017 y presentarse ante el juez competente por cualquiera de las partes dentro
de los diez (10) días siguientes a la suscripción de la fórmula conciliatoria.

PARÁGRAFO 4o. La conciliación podrá ser solicitada por aquellos que tengan la calidad de
deudores solidarios o garantes del obligado.

PARÁGRAFO 5o. Los procesos que se encuentren surtiendo el recurso de súplica o de revisión
ante el Consejo de Estado no serán objeto de la conciliación prevista en este artículo.

PARÁGRAFO 6o. El término previsto en el presente artículo no aplicará para los aportantes u
obligados con el Sistema de la Protección Social que antes de la fecha de publicación de la ley,
de acuerdo con la respectiva acta de apertura se encontraban en liquidación forzosa



administrativa ante una Superintendencia, o en liquidación judicial, los cuales podrán acogerse a
esta conciliación por el término que dure la liquidación.

Notas de Vigencia

- Artículo corregido por el artículo 10 del Decreto 939 de 2017, 'por el cual se corrigen los
yerros de los artículos 89, 99, 111, 123, 165, 180, 281, 289, 305, 317 y 319 de la Ley 1819 de
2016', publicado en el Diario Oficial No. 50.255 de 5 de junio de 2017.

Concordancias

Resolución MINSALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL 1608 de 2017  

Resolución MINSLAUD Y PROTECCIÓN SOCIAL 2388 de 2016; Anexos 2, 4 y 5  

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1819 de 2016:

ARTÍCULO 317. Facúltese a la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP) para realizar conciliaciones en
vía judicial, de acuerdo con los siguientes términos y condiciones:

Los aportantes u obligados con el Sistema de la Protección Social, los deudores solidarios del
obligado y las administradoras del Sistema de la Protección Social que antes de la fecha de
publicación de esta Ley hayan presentado demandas contra las actuaciones administrativas de
determinación y sancionatorias de las contribuciones parafiscales de la Protección Social
expedidas por la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones
Parafiscales de la Protección Social (UGPP) podrán solicitar ante el Comité de Conciliación
y Defensa Judicial de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP), hasta el 30 de octubre de 2017,
previa acreditación del respectivo pago, la conciliación del valor de las sanciones
actualizadas e intereses liquidados y discutidos en vía judicial, así:

2. Cuando el proceso contra una liquidación oficial se encuentre en única o primera instancia
según el caso, la conciliación procede exonerándose de pagar el 30% del valor total de las
sanciones actualizadas, e intereses de los subsistemas excepto del sistema pensional, siempre
y cuando el demandante pague el 100% de la contribución en discusión, el 100% de los
intereses del subsistema pensional, el 70% de los intereses de los demás subsistemas y el
70% del valor total de las sanciones actualizadas.

3. Cuando el proceso contra una liquidación oficial se halle en segunda instancia la
conciliación procede exonerándose de pagar el 20% del valor total de las sanciones
actualizadas, e intereses de los subsistemas excepto del sistema pensional, siempre y cuando
el demandante pague el 100% de la contribución en discusión, el 100% de los intereses del
subsistema pensional, el 80% de los intereses de los demás subsistemas y el 80% del valor
total de las sanciones actualizadas.

4. Cuando el acto demandado se trate de una resolución o acto administrativo mediante el
cual se imponga sanción dineraria de carácter tributario, en las que no hubiere aportes a
discutir, la conciliación operará respecto del cincuenta por ciento (50%) de las sanciones
actualizadas, para lo cual el obligado deberá pagar en los plazos y términos de esta ley, el



cincuenta por ciento (50%) restante de la sanción actualizada.

PARÁGRAFO 1o. Para efectos de la aplicación de la fórmula conciliatoria el demandante
deberá cumplir la totalidad de los siguientes requisitos:

a) Que la demanda haya sido admitida antes de la presentación de la solicitud de conciliación
ante la Unidad;

b) Que no exista sentencia o decisión judicial en firme que le ponga fin al respectivo proceso
judicial;

c) Que se adjunte a la solicitud de conciliación la prueba del pago en los términos aquí
previstos, a más tardar el 30 de octubre de 2017.

PARÁGRAFO 2o. Si después de la entrada en vigencia de esta ley no ha sido admitida la
demanda, el demandante podrá acogerse a la terminación por mutuo acuerdo del proceso
administrativo de determinación o sancionatorio, para lo cual deberá cumplir los requisitos
exigidos para el efecto y acreditar en el mismo tiempo la presentación de la solicitud de retiro
de demanda ante el juez competente en los términos de ley.

PARÁGRAFO 3o. La procedencia de la conciliación prevista en este artículo estará sujeta a
la verificación por parte de la UGPP del pago de las obligaciones y del cumplimiento de los
demás requisitos. El acto o documento que dé lugar a la conciliación deberá suscribirse a más
tardar el 1o de diciembre de 2017 y presentarse ante el juez competente por cualquiera de las
partes dentro de los diez (10) días siguientes a la suscripción de la fórmula conciliatoria.

PARÁGRAFO 4o. La conciliación podrá ser solicitada por aquellos que tengan la calidad de
deudores solidarios o garantes del obligado.

PARÁGRAFO 5o. Los procesos que se encuentren surtiendo el recurso de súplica o de
revisión ante el Consejo de Estado no serán objeto de la conciliación prevista en este artículo.

PARÁGRAFO 6o. El término previsto en el presente artículo no aplicará para los aportantes
u obligados con el Sistema de la Protección Social que antes de la fecha de publicación de la
ley, de acuerdo con la respectiva acta de apertura se encontraban en liquidación forzosa
administrativa ante una Superintendencia, o en liquidación judicial, los cuales podrán
acogerse a esta conciliación por el término que dure la liquidación.

ARTÍCULO 318. PROCEDIMIENTO PARA ACCEDER A LA TERMINACIÓN POR
MUTUO ACUERDO DE LOS PROCESOS ADMINISTRATIVOS DE DETERMINACIÓN Y
SANCIONATORIOS Y A LA CONCILIACIÓN DE PROCESOS JUDICIALES. Los aportantes
podrán acogerse a la terminación por mutuo acuerdo de los procesos administrativos de
determinación y sancionatorios o a la conciliación de procesos judiciales, para lo cual deberán
presentar la respectiva solicitud ante el Comité de Conciliación y Defensa Judicial de La Unidad
con el cumplimiento de los requisitos formales que para el efecto fije esa Entidad.

Los pagos correspondientes a contribuciones deberán efectuarse en el plazo señalado en esta ley
mediante la Planilla Integrada de Liquidación de Aportes que para tal efecto establezca la entidad
competente.

Los pagos correspondientes a sanciones independientes de las contribuciones parafiscales,



deberán realizarse mediante consignación a la cuenta del Banco Agrario que señale la entidad.

El Comité de Conciliación y Defensa Judicial de La Unidad será el competente para aprobar la
terminación por mutuo acuerdo de los procesos administrativos y sancionatorios y de suscribir la
fórmula de terminación o conciliación, según el caso. Contra la decisión del Comité procederá
únicamente el recurso de reposición en los términos señalados en los artículos 74 y siguientes de
la Ley 1437 de 2011.

Concordancias

Resolución MINSALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL 1608 de 2017  

Resolución MINSLAUD Y PROTECCIÓN SOCIAL 2388 de 2016; Anexos 2, 4 y 5

ARTÍCULO 319. REDUCCIÓN DE SANCIÓN POR NO ENVÍO DE INFORMACIÓN.
<Artículo corregido por el artículo 11 del Decreto 939 de 2017. El nuevo texto es el siguiente:>
Los aportantes a quienes se les haya notificado requerimiento de información por las vigencias
2013 y siguientes, antes de la fecha de publicación de esta ley y el plazo de entrega se encuentre
vencido, podrán reducir en un 80% la sanción establecida en el numeral 3 del artículo 179 de la
Ley 1607 de 2012, siempre que hasta el 30 de junio de 2017 remitan a la Unidad la información
requerida con las características exigidas y acrediten el pago del 20% de la sanción causada hasta
el momento de la entrega, sin perjuicio de las verificaciones que adelante la Unidad para
determinar la procedencia de la reducción, conforme con el procedimiento que para tal efecto
establezca la entidad.

PARÁGRAFO. No habrá lugar a la imposición de la sanción establecida en el numeral 3 del
artículo 179 de la Ley 1607 de 2012 a los aportantes a quienes no se les haya notificado pliego de
cargos por las vigencias 2012 y anteriores, antes de la fecha de publicación de esta ley.

Notas de Vigencia

- Artículo corregido por el artículo 11 del Decreto 939 de 2017, 'por el cual se corrigen los
yerros de los artículos 89, 99, 111, 123, 165, 180, 281, 289, 305, 317 y 319 de la Ley 1819 de
2016', publicado en el Diario Oficial No. 50.255 de 5 de junio de 2017.

Legislación Anterior



Texto original de la Ley 1819 de 2016:

ARTÍCULO 319. Los aportantes a quienes se les haya notificado requerimiento de
información por las vigencias 2013 y siguientes, antes de la fecha de publicación de esta ley y
el plazo de entrega se encuentre vencido, podrán reducir en un 80% la sanción establecida en
el numeral 2 del artículo 179 de la Ley 1607 de 2012, siempre que hasta el 30 de junio de
2017 remitan a la Unidad la información requerida con las características exigidas y acrediten
el pago del 20% de la sanción causada hasta el momento de la entrega, sin perjuicio de las
verificaciones que adelante la Unidad para determinar la procedencia de la reducción,
conforme con el procedimiento que para tal efecto establezca la entidad.

PARÁGRAFO. No habrá lugar a la imposición de la sanción establecida en el numeral 2 del
artículo 179 de la Ley 1607 de 2012 a los aportantes a quienes no se les haya notificado
pliego de cargos por las vigencias 2012 y anteriores, antes de la fecha de publicación de esta
ley.'

ARTÍCULO 320. REDUCCIÓN DE INTERESES MORATORIOS. Los aportantes obligados
a declarar y pagar aportes al subsistema de pensiones a quienes a la fecha de publicación de la ley
no se les haya notificado requerimiento para declarar y/o corregir y declaren o corrijan hasta el 30
de junio de 2017, los aportes de este subsistema y el 100% de los respectivos intereses respecto a
los periodos 2015 y anteriores, tendrán derecho a una reducción del 70% de los intereses de los
demás subsistemas de la protección social, de los periodos declarados y/o corregidos mediante la
Planilla Integrada de Liquidación de Aportes que para el efecto dispongan las entidades
competentes, sin perjuicio del pago de las sanciones a que haya lugar y de las facultades de
fiscalización por parte de la Unidad.

Si con posterioridad a la fecha de publicación de la ley y hasta el 30 de junio de 2017, se notifica
requerimiento para declarar y/o corregir, los aportantes podrán acogerse a la reducción de
intereses aquí prevista, siempre que paguen el 100% de los aportes y sanciones propuestos en
este acto administrativo.

Concordancias

Resolución MINSALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL 1608 de 2017  

Resolución MINSLAUD Y PROTECCIÓN SOCIAL 2388 de 2016; Anexos 2, 4 y 5

PARTE XIV.

ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA.

ARTÍCULO 321. PLAN DE MODERNIZACIÓN TECNOLÓGICA. Dentro de los seis (6)
meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, el Director General de la Dirección
de Impuestos y Aduanas Nacionales presentará para aprobación del Consejo Nacional de Política
Económica y Social (Conpes) el plan de modernización tecnológica de la Entidad, para ser
ejecutado en los próximos cinco (5) años.

El plan deberá contener como mínimo:



1. Un propósito claro, medible y cuantificable acorde con los lineamientos del Ministerio de la
Información y las Telecomunicaciones.

2. Un cronograma para su ejecución.

3. El monto de los recursos necesarios para su ejecución.

4. El señalamiento de las actividades de adquisición, administración, actualización, distribución y
mantenimiento para la infraestructura tecnológica y el desarrollo de los sistemas de información
misionales y de apoyo.

5. El plan de seguridad y de detección.

6. La definición de la estrategia para garantizar el mantenimiento y estabilización de las nuevas
herramientas y proyectos adoptados.

7. La definición de tecnología de punta para el seguimiento satelital de carga, centros de control
aduanero y fronterizo, precintos electrónicos, equipos móviles de inspección no intrusiva y las
consideraciones de equipamiento.

8. Un programa de capacitación de las nuevas herramientas informáticas para todos los
funcionarios.

El Director General de la entidad deberá presentar en el mes de julio de cada año, ante las
Comisiones Económicas del Congreso de la República, un reporte sobre los avances y logros de
la implementación del Plan a que se refiere el presente artículo.

En la Ley del Presupuesto General de la Nación de las vigencias fiscales correspondientes se
apropiarán los recursos de inversión adicionales para su financiación.

ARTÍCULO 322. Con el fin de garantizar que la Dirección de Impuestos y Aduanas
Nacionales cuente en forma oportuna con el talento humano idóneo, probo y suficiente para la
prestación eficiente y eficaz del servicio público de carácter esencial a su cargo, y para asegurar
la correcta administración y control al debido cumplimiento de las obligaciones tributarias,
aduaneras y cambiarias y la facilitación de las operaciones de comercio exterior, se dictan
disposiciones para el fortalecimiento de la gestión de personal y del sistema específico de carrera
que rige en la DIAN, que en adelante se denominará, "carrera administrativa, de administración y
control tributario, aduanero y cambiario".

Concordancias

Ley 1837 de 2017; Art. 7

ARTÍCULO 323. <Artículo derogado por el artículo 150 del Decreto Ley 1144 de 2019>

Notas de Vigencia



- Artículo derogado por el artículo 150 del Decreto Ley 1144 de 2019, 'por el cual se
establece y regula el Sistema Específico de Carrera de los Empleados Públicos de la Unidad
Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, y se expiden normas
relacionadas con la administración y gestión del talento humano de la DIAN', publicado en el
Diario Oficial No. 50.996 de 26 de junio 2019.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1819 de 2016:

ARTÍCULO 323. Carrera Administrativa, de administración y de Control Tributario,
 Aduanero y Cambiario es el sistema específico de carrera de los empleados  públicos que
presten sus servicios en la Unidad Administrativa Especial de la  Dirección de Impuestos y
Aduanas Nacionales (DIAN) es un sistema técnico de  administración de personal que tiene
por objeto garantizar el mérito, la capacidad, y la profesionalización en cada una de las fases
de la relación jurídico-laboral y el  comportamiento ético de sus funcionarios en beneficio del
Estado y del bien  común.

El sistema se compone de las normas, procedimientos e instrumentos de gestión que se
encargan de garantizar el acceso y ascenso a través de concursos abiertos, la estabilidad como
garantía de imparcialidad en el ejercicio de las funciones del empleo público, la promoción y
movilidad que obedezca a la necesidad de profesionalización y adquisición de competencias
laborales, a partir del mérito demostrado, de conformidad con las normas que rigen la
materia, y las disposiciones que se dictan a partir de la presente ley.

En todo caso, el proceso de selección para proveer empleos pertenecientes a la carrera
administrativa, de administración y de control tributario, aduanero y cambiario, será
convocado máximo dentro de los 12 meses siguientes a la expedición de la presente ley, para
lo cual el Gobierno nacional garantizará los recursos para la financiación del proceso de
selección y para la provisión de los empleos que sean convocados

ARTÍCULO 324. LA COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL. <Artículo derogado
por el artículo 150 del Decreto Ley 1144 de 2019>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 150 del Decreto Ley 1144 de 2019, 'por el cual se
establece y regula el Sistema Específico de Carrera de los Empleados Públicos de la Unidad
Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, y se expiden normas
relacionadas con la administración y gestión del talento humano de la DIAN', publicado en el
Diario Oficial No. 50.996 de 26 de junio 2019.

Legislación Anterior



Texto original de la Ley 1819 de 2016:

ARTÍCULO 324. A la Comisión Nacional del Servicio Civil corresponde, por expreso
mandato del artículo 130 de la Constitución, la Administración y Vigilancia del Sistema
Específico de Carrera administrativa, de administración y de control tributario, aduanero y
cambiario.

A la Comisión Nacional del Servicio Civil en ejercicio de la función de administración, le
compete exclusivamente la realización de los procesos de selección para el ingreso y el
ascenso que se fundan en el mérito, la transparencia y la igualdad de oportunidades.
Conforme a las normas, procedimientos e instrumentos y demás disposiciones que regulan la
materia.

ARTÍCULO 325. EXPERIENCIA PROFESIONAL. Para efectos de la provisión transitoria o
definitiva de los empleos pertenecientes a la planta de personal de la DIAN, la experiencia
profesional es toda aquella adquirida a partir de la terminación y aprobación del pensum
académico de la respectiva formación profesional, en el ejercicio de las actividades propias de la
profesión o disciplina académica exigida para el desempeño del empleo, independientemente del
nivel del empleo en el que se haya adquirido dicha experiencia.

En todo caso, para el desempeño del empleo, se deberán acreditar los requisitos establecidos en
el manual de funciones respectivo.

ARTÍCULO 326. PRUEBAS. <Artículo derogado por el artículo 150 del Decreto Ley 1144
de 2019>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 150 del Decreto Ley 1144 de 2019, 'por el cual se
establece y regula el Sistema Específico de Carrera de los Empleados Públicos de la Unidad
Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, y se expiden normas
relacionadas con la administración y gestión del talento humano de la DIAN', publicado en el
Diario Oficial No. 50.996 de 26 de junio 2019.

Legislación Anterior



Texto original de la Ley 1819 de 2016:

ARTÍCULO 326. Las pruebas de selección para la provisión de los empleos del nivel
profesional de los procesos misionales de la DIAN comprenderán dos fases independientes la
una de la otra, a saber:

La Fase I de carácter eliminatorio corresponde, entre otras, a pruebas de conocimientos
generales y de competencias comportamentales adecuadas a la categoría y al nivel del cargo
al que se aspira. La Fase II se cumplirá con la realización de un curso con programas
específicos definidos en forma conjunta por la DIAN y la Comisión Nacional del Servicio
Civil y un número mínimo de horas definido en el acto de convocatoria sobre conocimientos
específicos en relación con las funciones que correspondan al área funcional y a la categoría
del empleo, para cuya provisión se hubiere convocado el concurso. A esta fase serán
llamados en estricto orden de puntaje y en el número que defina la Convocatoria Pública los
concursantes que alcancen o superen el puntaje mínimo aprobatorio de la Fase I. La lista de
elegibles estará conformada en estricto orden de puntaje por los aspirantes que aprueben el
curso.

La Comisión Nacional del Servicio Civil, adelantará la Fase II a través de contratos o
convenios interadministrativos, suscritos con universidades o instituciones de educación
superior públicas o privadas, que acrediten personal docente experto en asuntos tributarios,
aduaneros y cambiarios y demuestren la infraestructura y capacidad logística para el
desarrollo del curso, aspectos que constituyen condiciones de selección.

Para los concursos que se realicen para la provisión de los empleos distintos a los señalados
en el inciso anterior se diseñarán y aplicarán pruebas de conocimientos generales, específicos
y de competencias comportamentales adecuadas a la categoría y al nivel del empleo al que se
aspira que no superen el promedio educacional de los requisitos exigidos para la inscripción.

En todo caso, en los procesos de selección se podrá prever la aplicación de pruebas con
carácter eliminatorio de confiabilidad, honestidad y transparencia, que serán aplicadas en la
etapa del proceso de selección, y para la provisión de los cargos que establezca la
convocatoria.

ARTÍCULO 327. FINANCIACIÓN DE LOS PROCESOS DE SELECCIÓN. Con el fin de
financiar los costos que conlleve la realización de los procesos de selección para la provisión de
los empleos de la carrera administrativa, de administración y de control aduanero, tributario y
cambiario de la planta de personal de la Unidad Administrativa Especial Dirección de Impuestos
y Aduanas Nacionales, la Comisión Nacional del Servicio Civil establecerá el valor de los
derechos que se causen por concepto de participación en los concursos. La definición de las
tarifas será a través de un sistema gradual y progresivo, mediante un método de costeo
técnicamente aceptado teniendo en cuenta la modalidad del concurso y las pruebas a aplicar.

Si el valor del recaudo es insuficiente para atender los costos que genere el proceso de selección,
el faltante será cubierto con cargo al presupuesto de la DIAN.

ARTÍCULO 328. EJECUCIÓN OPORTUNA DE LOS PROCESOS DE SELECCIÓN.
<Artículo derogado por el artículo 150 del Decreto Ley 1144 de 2019>



Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 150 del Decreto Ley 1144 de 2019, 'por el cual se
establece y regula el Sistema Específico de Carrera de los Empleados Públicos de la Unidad
Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, y se expiden normas
relacionadas con la administración y gestión del talento humano de la DIAN', publicado en el
Diario Oficial No. 50.996 de 26 de junio 2019.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1819 de 2016:

ARTÍCULO 328. En desarrollo del artículo 60 de la Ley 1739 de 2014 para el adecuado y
oportuno funcionamiento del sistema específico de carrera administrativa, de administración
y de control tributario, aduanero y cambiario de la DIAN, el tiempo total de duración del
proceso de selección desde el acto de convocatoria hasta el envío de las listas de elegibles
inclusive será de doce (12) meses, sin perjuicio de poder ser ampliado por la Comisión
Nacional del Servicio Civil por circunstancias excepcionales que lo ameriten por períodos
que sumados no podrán exceder de cuatro (4) meses adicionales.

ARTÍCULO 329. NOTIFICACIONES. <Artículo derogado por el artículo 150 del Decreto
Ley 1144 de 2019>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 150 del Decreto Ley 1144 de 2019, 'por el cual se
establece y regula el Sistema Específico de Carrera de los Empleados Públicos de la Unidad
Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, y se expiden normas
relacionadas con la administración y gestión del talento humano de la DIAN', publicado en el
Diario Oficial No. 50.996 de 26 de junio 2019.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1819 de 2016:

ARTÍCULO 329. Las notificaciones a quienes participen en los concursos para la provisión
de empleos de carrera administrativa, de administración y de control tributario, aduanero y
cambiario en la Unidad Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas
Nacionales (DIAN), se realizará utilizando para el efecto los medios electrónicos, tales como
la página web de la Comisión Nacional del Servicio Civil y de la Unidad Administrativa
Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), así como los correos
electrónicos registrados por los participantes en los concursos respectivos, y se entenderá
surtida cinco (5) días después de la fecha de su publicación o envío.

ARTÍCULO 330. DE LAS RECLAMACIONES. <Artículo derogado por el artículo 150 del
Decreto Ley 1144 de 2019>

Notas de Vigencia



- Artículo derogado por el artículo 150 del Decreto Ley 1144 de 2019, 'por el cual se
establece y regula el Sistema Específico de Carrera de los Empleados Públicos de la Unidad
Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, y se expiden normas
relacionadas con la administración y gestión del talento humano de la DIAN', publicado en el
Diario Oficial No. 50.996 de 26 de junio 2019.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1819 de 2016:

ARTÍCULO 330. Contra las decisiones que afecten de manera individual, particular y
concreta a quienes se inscriban para participar en los concursos, en cualquiera de sus etapas,
únicamente procederá la reclamación en única instancia ante la Comisión Nacional del
Servicio Civil, de conformidad con los términos que establecen las normas que regulan el
procedimiento ante la Comisión quien podrá delegar el conocimiento y decisión de las
reclamaciones en el organismo que prepare y evalúe las pruebas.

ARTÍCULO 331. ABSTENCIÓN DE NOMBRAMIENTO. <Artículo derogado por el
artículo 150 del Decreto Ley 1144 de 2019>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 150 del Decreto Ley 1144 de 2019, 'por el cual se
establece y regula el Sistema Específico de Carrera de los Empleados Públicos de la Unidad
Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, y se expiden normas
relacionadas con la administración y gestión del talento humano de la DIAN', publicado en el
Diario Oficial No. 50.996 de 26 de junio 2019.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1819 de 2016:

ARTÍCULO 331. Recibida la lista de elegibles previo a efectuar el nombramiento, la DIAN
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2.2.5.7.4 y 2.2.5.7.6 del Decreto 1083 de
2015, en concordancia con los artículos 4o y 5o de la Ley 190 de 1995, verificará el
cumplimento de los requisitos y calidades de quienes la conforman. De encontrarse que
alguno de ellos no cumple con los requisitos, mediante acto administrativo motivado contra
el cual procede el recurso de reposición, el cual deberá ser resuelto dentro de los dos meses
siguientes a su interposición, se abstendrá de efectuar el nombramiento en período de prueba.

ARTÍCULO 332. ENCARGO Y NOMBRAMIENTO EN PROVISIONALIDAD. <Artículo
derogado por el artículo 150 del Decreto Ley 1144 de 2019>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 150 del Decreto Ley 1144 de 2019, 'por el cual se
establece y regula el Sistema Específico de Carrera de los Empleados Públicos de la Unidad
Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, y se expiden normas
relacionadas con la administración y gestión del talento humano de la DIAN', publicado en el
Diario Oficial No. 50.996 de 26 de junio 2019.



Concordancias

Ley 1837 de 2017; Art. 7

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1819 de 2016:

ARTÍCULO 332. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 60 de la Ley 1739 de 2014, los
empleos pertenecientes al sistema específico de carrera en vacancia temporal o definitiva
podrán ser provistos en forma transitoria mediante la figura del encargo o del nombramiento
en provisionalidad.

El nombramiento en provisionalidad procederá, ante la inexistencia de empleados de carrera
a ser encargados. La inexistencia de personal a encargar se produce por cualquiera de los
siguientes eventos.

1. No cumplimiento de requisitos para el desempeño de los empleos a proveer.

2. Por haber renunciado o no aceptado un encargo en el último año.

3. El estar desempeñando un empleo en calidad de encargo.

4. Habiéndose ofertado internamente los empleos a proveer, los empleados con derechos de
carrera, en el plazo concedido, no manifiestan interés en ser encargados.

De proceder el encargo, el funcionario deberá tomar posesión del empleo dentro de los cinco
(5) días siguientes a la comunicación del acto administrativo correspondiente, de no tomar
posesión dentro del término indicado, se revocará el encargo sin que se requiera del
consentimiento del funcionario, considerándose su no aceptación al mismo.

Las reclamaciones contra la provisión de empleos mediante las modalidades a que se refiere
el presente artículo, se deberán interponer en primera instancia ante la Comisión de Personal
de la DIAN dentro de los cinco (5) días siguientes a la publicación del acto presuntamente
lesivo sin que se suspendan sus efectos, y la segunda instancia le corresponde a la Comisión
Nacional del Servicio Civil, la cual se deberá interponer dentro de los cinco (5) días
siguientes a la notificación de la decisión de primera instancia de la Comisión de Personal de
la DIAN. En el evento de prosperar la reclamación, procederá de manera inmediata la
terminación del encargo o la desvinculación del empleado nombrado en provisionalidad,
según el caso.

ARTÍCULO 333. DESIGNACIÓN DE JEFATURAS. <Artículo derogado por el artículo 150
del Decreto Ley 1144 de 2019>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 150 del Decreto Ley 1144 de 2019, 'por el cual se
establece y regula el Sistema Específico de Carrera de los Empleados Públicos de la Unidad
Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, y se expiden normas
relacionadas con la administración y gestión del talento humano de la DIAN', publicado en el
Diario Oficial No. 50.996 de 26 de junio 2019.

Legislación Anterior



Texto original de la Ley 1819 de 2016:

ARTÍCULO 334. De conformidad con el artículo 62 del Decreto-ley 1072 de 1999 los
empleados públicos titulares de empleos pertenecientes al Sistema Específico de Carrera
administrativa, de administración y de control tributario, aduanero y cambiario podrán ser
designados para desempeñar una jefatura. Esta designación tendrá lugar siempre y cuando,
según el caso, concurran las condiciones que se señalan a continuación, que no aplican para
los empleados que se encuentren designados a la entrada en vigencia la presente ley:

1. Para las Jefaturas del Nivel Directivo el empleado de carrera a designar debe cumplir con
los requisitos que establezca el Manual Específico de Funciones y de Competencias
Laborales para el respectivo empleo.

2. Los empleos de Director Seccional serán provistos mediante la figura de la designación,
salvo los de Director Seccional de Aduanas o de Director Seccional de Impuestos y Aduanas,
cuya sede esté ubicada en cruce de frontera o terminal marítimo o fluvial los cuales podrán
ser provistos con personal activo de las Fuerzas Armadas o de la Policía Nacional.

3. Para las jefaturas de División y Grupo Interno de Trabajo el empleado de carrera a
designar debe cumplir con los requisitos de educación, experiencia y competencias que
establezca el perfil de la jefatura.

ARTÍCULO 334. ASIGNACIÓN DE FUNCIONES. <Artículo derogado por el artículo 150
del Decreto Ley 1144 de 2019>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 150 del Decreto Ley 1144 de 2019, 'por el cual se
establece y regula el Sistema Específico de Carrera de los Empleados Públicos de la Unidad
Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, y se expiden normas
relacionadas con la administración y gestión del talento humano de la DIAN', publicado en el
Diario Oficial No. 50.996 de 26 de junio 2019.

Legislación Anterior



Texto original de la Ley 1819 de 2016:

ARTÍCULO 334. De conformidad con el artículo 65 del Decreto-ley 1072 de 1999 a los
empleados públicos titulares de empleos pertenecientes al Sistema Específico de Carrera
administrativa, de administración y de control tributario, aduanero y cambiario se les podrá,
en los casos de vacancia o ausencia temporal del empleado que en forma permanente las
ejerce, asignar las funciones de una jefatura, siempre y cuando, según el caso, concurran las
condiciones que se señalan a continuación que no aplican para los empleados que se
encuentren asignados a la entrada en vigencia la presente ley.

Para las Jefaturas del Nivel Directivo el empleado de carrera a Asignar debe cumplir con los
requisitos que establezca el Manual Específico de Funciones y de Competencias Laborales
para el respectivo empleo.

Para las jefaturas de División y Grupo Interno de Trabajo el empleado de carrera a asignar
debe cumplir con los requisitos de educación y experiencia que establezca el perfil de la
jefatura.

Si la asignación es generada por vacancia definitiva, el asignado mientras permanezca en
dicha situación, tendrá derecho a percibir la asignación básica del grado salarial a que se
referencia la jefatura, al igual que la prima de dirección fijada para la misma.

ARTÍCULO 335. ESCUELA DE ALTOS ESTUDIOS DE LA ADMINISTRACIÓN
TRIBUTARIA, ADUANERA Y CAMBIARIA. Créase la Escuela de Altos Estudios de la
Administración Tributaria, Aduanera y Cambiaria como una Dirección de la DIAN con
autonomía administrativa y financiera, sin personería jurídica, que tendrá a su cargo el proceso
de gestión del conocimiento, la formación y capacitación de los empleados vinculados a la
Entidad con el propósito de asegurar su desarrollo integral para el cumplimiento de las funciones
a su cargo, así como el logro de los objetivos de la Entidad y la correcta prestación ética del
servicio.

Su domicilio principal será la ciudad de Bogotá, D. C., con la sede y recursos humanos, físicos y
tecnológicos que posea la DIAN para desarrollar las labores de capacitación a la fecha de
vigencia de la presente ley, la DIAN deberá suministrar el apoyo logístico, financiero y de
información necesarios para que la Escuela empiece a operar y pueda desarrollar a nivel nacional
sus competencias y funciones que el reglamento le fije.

La Escuela deberá incorporar, programas de formación especializada en materias tributaria,
aduanera y cambiaria, con énfasis en principios éticos con el propósito de mejorar la gestión de la
Entidad.

La Escuela tendrá capacidad de contratación y autonomía para expedir su propio reglamento,
regular su actividad y establecer las tarifas que preste a otras entidades o a particulares, de
conformidad con las normas y autoridades que rigen la materia, incluyendo la acreditación y
registro calificado.

Dentro del presupuesto de gastos de la DIAN, se asignarán las partidas necesarias para la plena
operación de la Escuela.

El Gobierno nacional, dentro de los seis meses siguientes determinará la estructura de esta nueva



Dirección, necesaria para que empiece a operar a más tardar el 1o de julio de 2017.

A partir de la vigencia de la presente Ley, a los programas de capacitación que de acuerdo con la
disponibilidad presupuestal ofrezca la Entidad, tendrán acceso los servidores públicos de la
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales vinculados a ella a través de las diferentes
modalidades, en los términos y condiciones fijadas por la DIAN para cada programa en
particulary cumplir con las condiciones que se señalan a continuación: .

ARTÍCULO 336. SOSTENIBILIDAD FISCAL. Con el propósito de garantizar la
sostenibilidad fiscal del Estado colombiano asegurando el fortalecimiento continuo de la
administración tributaria, aduanera y cambiaria, la restricción en el crecimiento de los gastos de
personal a que refiere el artículo 92 de la Ley 617 de 2000 no le aplica a la Dirección de
Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) por el término de tres años contados a partir de la
vigencia de la presente ley.

En desarrollo del presente artículo el Gobierno nacional, entre otros, deberá ampliar la planta de
personal de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, soportado en un estudio técnico
presentado a consideración del Gobierno nacional; y podrá adoptar las decisiones sobre
bonificación de localización y las que surjan de la revisión que se deberá efectuar sobre los
incentivos al desempeño que son reconocidos a los funcionarios de la DIAN como herramienta
para el logro de resultados óptimos de la gestión Institucional a través de sus servidores públicos.

ARTÍCULO 337. COMISIÓN SINDICAL. <Artículo derogado por el artículo 150 del
Decreto Ley 1144 de 2019>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 150 del Decreto Ley 1144 de 2019, 'por el cual se
establece y regula el Sistema Específico de Carrera de los Empleados Públicos de la Unidad
Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, y se expiden normas
relacionadas con la administración y gestión del talento humano de la DIAN', publicado en el
Diario Oficial No. 50.996 de 26 de junio 2019.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1819 de 2016:

ARTÍCULO 337. Es la que el Director General de la Dirección de Impuestos y Aduanas
Nacionales o el funcionario en quien este delegue, confiere por el tiempo que dure el
mandato, a los miembros de la junta directiva y subdirectivas de los sindicatos de empleados
públicos de la DIAN, sin pasar de cinco (5) principales y cinco (5) suplentes a quienes, previa
solicitud de la organización sindical, se les conferirá por el término en que deban asumir el
cargo por la ausencia del principal. Esta comisión no genera reconocimiento de viáticos ni
gastos de viaje, y es incompatible con los permisos sindicales.

PARTE XV.

DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA.
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